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l { t  u .  REGTSTROz 244L/L99j . .

ASITNBO: Recurso de amparo pro-

movido por don José Tomás

Garcfa Zabalza.

SOBRE: Sentencia de la Audien-

cia Provincial de Navarra que

condenó al recurrente por un

deli to de usurpación de funcio-

nes .

La sala ha examinado la pieza de separada de sus-
pensión del recurso de amparo interpuesto por don José Tomás
García Zabalza.

r. ANTECEDENTES

1. Por escrito presentado en este TribunaL el 29 de noviem-
bre de 1991 eL Procurador don Antonio Andrés GarcÍa Arribas, en
nombre y representación de don José Tomás Garcfa zabalza, in-
terpuso recurso de anparo contra la sentencia dictada el 5 de
noviembre de 1991 por la sección segunda de la Audiencia pro-

vincial de Navarra que desestimó el recurso de apetación del
actor contra La pronunciada por eI Juzgado de lo penal núm. 2
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de Pamplona en e1 procedimiento abreviado núm . A7LlLggo, que lo
condenó como autor de un delito de usurpación de funciones.

La demanda de a¡nparo considera vulnerado el- derecho a la
tut ,e la  jud ic ia l  e fect iva del  ar t .  24.1 c .E.r  por  haberse negado
el Tribunal que Lo condenó a plantear cuestión prejudicial ante
eL TribunaL de Justicia de la c.E.E. relativa a ]a normativa
comunitaria (oirectiva 67 /43r, que obriga al Estado español y
anpara la actividad profesional de experto inmobiliario ejerci-
da por el recurrente. rgualmente, denuncia como infr ingido el
pr inc ip io  de legal idad penal  de l  ar t .  2s.L c .E.  ya gue la  in-
terpretación efeetuada por Los órganos judiciales atr ibuye la
exclusividad en la inmediación inmobiliaria a los Agentes de Ia
Propiedad rnmobil iaria, y extrae una sanción penal para quienes
realicen, como mandatarios, actividades paralelas complementan-
do, de esta manera, La norma penal en bl-anco der art. 32L de1
código Penal  con e l  Decreto 3.248/L9Gg,  s in  tener  en cuenta la
Direct iva 67 /qZ.

En 1a demanda pide La nul-idad de las Sentencias dictadas en
primera instancia y apelación. rgualmente, solicita la suspen-
sión de la ejecución de las Sentencias impugnadas.

2. La demanda de amparo t,iene au origen en los siguient,es
antecedent,es:

a) Por el Juzgado de lo penal núm. 2 de pamplona se
siguió el procedimj-ento abreviado núm. 47L/]-ggo en el que se
dictó Sentencia condenando al actor como autor de un delito del
art. 32L del código Penar a una pena de 6 meses y 1 dfa de pri-
s ión menor,  accesor ias y costas.

b) Formul-ado recurso de apelación por el solicitan-
t,e de amparo, éste fue desest,imado por la sentencia de l-a sec-
ción segunda de la Audiencia Provinciar de Navarra de 5 de di-
ciembre de 1991, güe confirmó integramente La de primera rns-
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tancia e i-mpuso al aperante las cost,as del recurso.

3. La sección cuarta de ra sara segunda de este Tribunal,
por providencia de 2 de marzo de rgg2, acordó admitir a trámite
Ia demanda, y en otra providencia de la misma fecha, resol_vió
formar pieza separada para tramitar ra solicitud de suspeneión
de la ejecución, emplazando al recurrente y aI Ministerio Fis-
cal para que pudiesen alegar lo conveniente sobre ella.

El Ministerio Fiscal considera euer al respecto, debe se_
guirse el criterio del Auto dictado por est,a misma saLa el 2g
de ocLubre de 1991 en el  recurso de amparo L.g36/LggL por aer
la demanda de igual contenido. euiere ello decir que ra ejecu-
ción de Ia pena privativa de libertad y accesorias frustrarfa
]a finaridad que er demandant,e persigue a través der recurso,
procediendo en consecuencia a l-a suspensión de ras penas fun_
puestas de acuerdo al art. 56 LOTC.

Por su parte, el demandante afirma que con r_a ejecución de
La sentencia se 1e causa un dobre perjuicio: de un rado, el
propio que deriva de Ia privación de ribertad y del cumplimien-
t'o de las penas accesorias, y, de ot,ro, 01 que ea consecuencia
de La necesidad de cesar en su act,ividad profesionalr ![ü€ cone_
tituye su modus vivendi y su fuente de ingresos. Asf mismo, la
suspensión no ocasionaría una perturbación grave para los inte-
reses generales ni para 10s derechos y l_ibertades de un terce-
ro. Por ello, interesa gue se suspenda La ejecución de la sen_
tencia i:npugnada.

II. FI'NDAMENTOS JURIDICOS

1. El art. 56 LoTc concede a este Tribunal la posibiridad
de adoptar las medidas cauter-ares precisas para evitar que ros
recursos de amparo resulten ineficaces y gue vayan encaminadas
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exclusivamente a impedir la producción de aquellos efectos que
harían perder al amparo su finalidad.

Ha sido constante 1a jurisprudencia de est,e Tribunal ten_
dente a evitar que la suspensión de] acto de los poderes públi--
cos, que da lugar al amparo constitucionaL, perturbe el interés
general que subyace en 1a necesaria y rápida ejecución de las
sentencias, manifestación ésta de la Lutela judicial efectiva,
de manera que se garantice, af mismo t iempo, er derecho funda-
mental de todas Las partes del proceso a obtener la tuteLa de
sus leglt imos intereses sin di laciones indebidas.

2. El criterio estabrecido en el art. s6 rotc permite de_
cretar la suspensión provisional de la ejecución de la pena
pri-vativa de l ibertad en tanto e1 presente recurso sea resueLto
ya güe' de 1o contrario, si ae otorgase en su dfa el amparo,
éste perderÍa su finaridad pues el actor habrfa cumplido para
entonces la pena de prisión, dl ser ésta de corta duración
(AArc  98 /L983,  L79/L984,  s74 lLg1s  y  LL í lLgga,  en t re  o r ros  mu-
chos ) .

Las penas accesorias de suspensión de cargo púbrico y dere-
cho de sufragio durante el tiempo que dure la condena deben
quedar tanbién suspendidas, al seguir la misma suerte gue la
pena principal a la gue acompañan (AATC L44/Lgg4 y de 5 de sep-
t iembre de l -991 en recurso de amparo L.LOg/Lggl .  ) .

con respecto a las costas procesales, en cuanto suponen eL
pago de una cantidad de dineror su ejecución no provoca ningrln
perjuicio gue pueda hacer inúti l el presente recurso (por todos
ATc de 5 de septiembre de r-99L en recurso de amparo
1 .109  /LegL1  .

Por todo 1o expuesto, la sala acuerda ]a suspensión de la
ejecución de La sentencia der Juzgado de 1o penal núm. z de la
Audiencia Provi-nciaL de Navarra de 5 de noviembre de :¿gg:r en lo
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relativo a 1as penas privativas de libertad y 
""."Jir-r." 

in-
puestas al recurrente.

Madrid, treinta de marzo de mil_ novecientos noventa y dos.
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